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INTRODUCCION

En cuanto a la ¡ustificación del tema que abordamos en la presente

investigación lo consideramos importante, ya que en el mismo se analizará una

situación jurídica que trasciende en el ejercicio de la función judicial. La

importancia del tema elegido para su análisis es por principio de cuentas porque

éste resulta de interés general, ya que toda investigación que tienda al análisis del

ejercicio de una institución pública como el Poder Judicial, se traduce en mejor un

mejor entendimiento del servicio para la cual esta destinada, en este caso,

resolver conflictos judiciales a los ciudadanos y habitantes de la entidad. El ramo

de la administración de justicia es uno de los ejes centrales para garantizar que se

cumpla con el estado de derecho, es a través de ésta institución donde se hace

prevalecer, dentro del ámbito de su competencia, la aplicación de las

disposiciones normativas que den certeza y seguridad a las personas que por

algún motivo se someten a la administración de justicia en la solución de

conflictos. Siempre se ha considerado que la función jurisdiccional no debe ser

motivo de preocupación para la sociedad ni para el propio poder público.

Así también, hay un interés interno, el de los propios servidores judiciales

que ejercen día a día la función judicial y que son participes de la Carrera Judicial,

instrumento éste por el cual se permite el ingreso y ascenso a determinados

cargos. En efecto, quienes en la actualidad forman parte del Poder Judicial y

brindado sus servicios a la institución, solo pueden aspirar a ocupar un cargo de

ascenso a través de la Carrera Judicial: sin embargo, el cargo de Magistrado, que

seria el ultimo escaño al que se puede llegar en el Poder Judicial, no forma parte

de la Carrera Judicial, ya que el procedimiento de designación se hace a través

de una propuesta del Gobernador, y con aprobación del Congreso. Así se advierte

de las disposiciones que para el Poder Judicial prevé la constitución de nuestra

entidad, ya que en cuanto al tema de designación de magistrados, según lo

disponen los artículos 83 y 47, le corresponde al representante del Poder Ejecutivo



proponer al legislativo las ternas de quienes ocuparan el cargo de magistrados,

funcionarios estos que dicho sea de paso, conforman el pleno del Consejo de la

Judicatura y del Tribunal Superior de Justicia, autoridad máxima de esta

institución. En la actualidad para ocupar los puestos de Juez, Secretario y

Notificador, se lanzan sendas convocatorias por el Consejo de la Judicatura, a

través de la secretaria de la Carrera Judicial para que, quienes tengan interés en

participar se sometan a los procesos de evaluación correspondientes.

En ese tenor, la delimitación del tema, como el propio titulo de este trabajo

de investigación lo dice, esta enfocada a uno de los poderes del estado, al Poder

Judicial de Nayarit; en donde estudiaremos como es que en la actualidad se

integra dicho Poder; abordaremos sustentos conceptuales, el origen, evolución y

el marco jurídico, tanto a nivel de la Constitución federal, la local y leyes

reglamentarias. Ahora bien, considerando que la presente investigación se

constriñe al análisis de la integración del Poder Judicial de Nayarit, obviamente es

necesario realizar un estudio de la organización política de la nación de la cual

forma parte Nayarit, habremos de partir de la manera en que esta organizado el

Estado y el poder público, lo cual nos ayudaría a comprender el tema objeto de la

investigación; desde luego acudiendo a una base por lo que, para ello

indiscutiblemente será necesario hacer referencia a las disposiciones de la Ley

fundamental del la República Mexicana, que en lo relativo al tema que nos ocupa

encontramos principalmente lo que dicho ordenamiento dispone en su artículo 17

y 116; preceptos de los que, desde una óptica personal, advertimos a simple vista

una marcada intención del legislador de salvaguardar que en los poderes

judiciales locales se brinden las garantías necesarias para que sus funcionarios se

desempeñen con autonomía e independencia en su ejercicio.

Ahora bien, la presente investigación parte de las siguientes interrogantes:

¿Por qué tenemos el actual procedimiento integración del Tribunal Superior de

Justicia?; ¿por qué la autonomía del Poder Judicial?; ¿cual es sustento histórico u

origen?; ¿cuál es el sustento conceptual?; ¿a que se debe que en la legislación
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local exista el actual procedimiento de integración del Tribunal Superior?; ¿con ello

se fortalece la independencia del Poder Judicial?; ¿por que la Carrera Judicial?.

Referente a los antecedentes de la investigación o estado del conocimiento;

a la fecha se cuenta con suficiente información acerca del tema a desarrollar;

comenzando por antecedentes históricos de la composición del estado y del

propio poder judicial, sustentos jurídicos, artículos publicados en revistas por

investigadores; de igual forma con opiniones que diferentes autores han vertido

en obras jurídicas acerca del tema; y desde luego algunos criterios de la suprema

corte.

En ese contexto, el obietivo general de la presente investigación es hacer

un estudio que nos permita realizar una aportación en el ámbito jurídico de nuestra

entidad, referente a un órgano de suma importancia en la vida de un Estado, como

lo es el Poder Judicial.

De igual manera se busca como objetivo específico en el presente trabajo

de investigación, precisamente buscar una respuesta a las interrogantes que

hemos anticipado; y atendiendo al resultado previo de la investigación, concretar

las conclusiones arrojadas en la misma.

Para el desarrollo de la investigación se empleó el método sistemático. Así

también se recurrió al método deductivo, por ello, inicialmente se buscaron

principio y fundamentos generales aplicables, para con base a ellos inferir

conclusiones particulares. Así mismo se utilizó el método histórico toda vez que se

llevo a cabo la indagación del origen de los conceptos que fueron utilizados así

como la evolución en el campo jurídico; el presente trabajo es jurídico descriptivo,

ya que establece relaciones y niveles que ofrecen una imagen de funcionamiento

de una norma o institución jurídica; así como jurídico histórico, ya que se da

seguimiento de instituciones jurídicas desde sus orígenes hasta el presente.

La estructura del presente trabajo esta conformada por tres capítulos; el

primer capítulo se titula conceptos generales, en el cual se realizó un estudio
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teórico de aspectos generales del Estado, sus formas, las formas de gobierno, el

poder público, la división de los poderes, así como conceptos vinculados con a

cada uno de los poderes y algunos más que se encuentran relacionados. El

segundo capítulo denominado marco histórico, tiene como objetivo dar

seguimiento a los conceptos e instituciones Jurídicas desde su origen hasta el

presente: para dejar así establecida la tendencia que se ha generado con el paso

del tiempo en cuanto a la organización de los poderes; desde luego con mayor

énfasis en los antecedentes del propio Poder Judicial y el ejercicio de sus

funciones. El capitulo tercero denominado marco jurídico, se hace un análisis de

los conceptos e instituciones jurídicas referidas a la luz de las disposiciones

legales, tanto a nivel federal como local; en si, indagar sobre los alcances de la

base fundamental que rige la organización de las instituciones, en nuestra carta

magna, pues de ella emana cualquier ley o reglamentación que sustenta el

accionar de los poderes locales; y posteriormente el seguimiento en las leyes de

Nayarit.

El origen que motivó la presente investigación; a parte de las interrogantes

que ya referimos, es por el hecho de que formamos parte de la institución

encargada de impartir justicia en Nayarit; en donde hemos desarrollado una

carrera profesional y en la que somos protagonistas y testigos del funcionamiento

de dicha institución, asi como de la implantación de la Carrera Judicial.
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Capítulo Primero

CONCEPTOS GENERALES

1.1. Introducción

Arribamos al estudio de temas como el Estado y el poder, en razón de que el

presente trabajo de investigación esta enfocado en uno de los poderes de gobierno

del estado de Nayarit, el Poder Judicial; sin embargo, si decimos que éste es uno de

los poderes de gobierno del estado, luego entonces, para una mayor compresión del

tema a tratar, resulta necesario hacer referencia a conceptos de Estado y de manera

general a la forma en que éste se encuentra organizado en México, es decir respecto

a sus poderes de gobierno, así como la organización de nuestra entidad como parte

de la nación, pues no sería posible iniciar hablando del poder Judicial sin antes referir

que éste forma parte de un poder público dividido, cada uno con una función en

particular. Sobre todo, porque uno de los motivos en que se funda la presente

investigación es precisamente en la independencia y Carrera Judicial del órgano

encargado de administrar justicia en nuestra entidad.

1.2. Concepto de Estado

Los conceptos que citaremos son desde el punto de vista jurídico, es decir

atendiendo a la organización política de una sociedad. Así Rafael de Pina Vara nos

dice que por Estado debemos entender la sociedad jurídicamente organizada para

hacer posible, en convivencia pacífica, la realización de la totalidad de los fines

humanos. O bien, como la unidad de un sistema jurídico que tiene en sí mismo el

propio centro autónomo y que está en consecuencia provisto de la suprema cualidad

de persona en sentido jurídico.^

Por su parte Ignacio Burgoa, en su obra "Derecho Constitucional Mexicano",

considero al Estado como una institución pública suprema creada por el orden

' RAFAEL DE PINA VARA. Diccionario de Derecho. 9® edición, editorial Porrúa, México, 1980, Pág.
256.



jurídico fundamental primario o constitución originaria: asi mismo, señala que el
Estado se encuentra investido de personalidad jurídica; que persigue una finalidad, y

que por ello debe de estar dotado de una capacidad dinámica que al desempeñarse

origina al poder público; señala a su vez que en el Estado convergen elementos
formativos, o sea, anteriores a su creación como persona moral o jurídica, y

elementos posteriores a su formación, pero que son indispensables para que cumpla
sus finalidades esenciales; dentro de los primeros se encuentra la población, el

territorio, el poder soberano y el orden jurídico fundamental, respecto a los segundos

se manifiestan en el poder público y en el gobierno. En síntesis señala que cuando

una nación o pueblo, decide darse una organización jurídica y política, crea el

derecho, que a su vez da vida al Estado como persona moral; en donde surge un
poder soberano que se autodetermina al otorgarse una estructura fundamental, la
constitución; excluyendo la injerencia de cualquier sujeto distinto a la nación que

pueda imponer dicha estructura.^

Para Jean Dabin, el Estado es la agrupación política por excelencia. Refiere el

autor que existen elementos anteriores al Estado, que son dos: primero determinado
número de hombres y en segundo lugar un territorio delimitado. Señala que a la
colectividad de hombres en un territorio, el Estado añade una unificadora sociedad

jerarquizada, que tiene por fin el bien público, como son el orden y la paz; orden

público que requiere de una autoridad o poder público, por que sin ello no se podría
alcanzar el fin; tarea que dice, requiere de una serie de servicios públicos agrupados

por el nombre de servicios jurídicos, en donde se requiere de una organización y
administración que a su vez dicha administración requiere de un gobierno; a este

último lo considera como la acción por la cual una autoridad impone una linea de

conducta, un precepto a individuos humanos.^

^ IGANCIO BURGOA. Derecho Constitucional Mexicano. 7® edición, editorial Porrúa, México, 1989,
págs. 243-259.
^ JEAN DABIN. Doctrina general del Estado. Elementos de filosofía política, editorial UNAM, Instituto
de Investigaciones Jurídicas, Traducción, Héctor González Uribe Y Jesús Toral Moreno, México, 2003,
págs., 9-60.



Norberto Bobbio dice que desde el punto de vista de una definición formal e

instrumental, la condición necesaria y suficiente para que exista un estado es que en

un territorio determinado haya un poder capaz de tomar decisiones y emitir los

mandatos correspondientes, obligatorios para todos los que habitan en ese territorio,

y obedecidos efectivamente por la gran mayoría de los destinatarios donde se

requiere obediencia; reconoce la existencia de limites del poder estatal, espacial y

personal, así también habla de otros limites del poder, el temporal y material.'^ De lo
anterior podemos advertir la existencia del reconocimiento del elemento humano,

territorial, así como la existencia de un poder con sus límites y desde luego con una

finalidad.

De la obra de Héctor González Uribe podemos destacar lo que el autor

considera son elementos del Estado. En primer plano se refiere al elemento humano,

la población; al respecto señala que el Estado es ante todo, una agrupación de

hombres, seres racionales y libres, dotados de un destino individual, propio, que

trasciende al de la colectividad; a su vez dice que, la población, concebida como

sociedad, es una unidad de relación de muchos hombres que se constituye sobre la

interacción recíproca orientado al bien común. En relación al territorio nos dice que

es un elemento que el Estado necesita forzosamente de un territorio, para ejercer

sus funciones de servicio, coordinación y control; en opinión de éste autor, el

territorio cumple con una función a la que llama negativa, consistente en señalar al

Estado sus límites, sus fronteras, el ámbito espacial de validez de sus leyes y

órdenes; en cuanto a la función positiva del territorio, nos dice que consiste en dotar

al Estado del instrumento físico necesario para el cumplimiento de su misión de

servir al bien público temporal. De igual forma señala que para que el Estado lleve

adelante el bien público temporal, cuenta con un elemento importante, la autoridad o

poder público; al que considera tiene la misión de llevar a individuos y grupos que

forman la población del Estado, a la realización del bien público temporal.

" NORBERTO BOBBIO. Estado, Gobierno y Sociedad, por una Teoría General de la Política. 8®
reimpresión, editorial Fondo de Cultura Económica, traducido por José F. Fernández Santillán,
México, 1989, pags., 129-130.



Ahora bien, podemos decir, en términos generales, que la composición de un

Estado comprende cuestiones concernientes a su población, territorio, soberanía de

la nación, su derecho fundamental; lo conforma también sus órganos originarios y

sus fines; dentro de estos fines se conjugan varios aspectos; ellos son: el bienestar

de una nación o entidad, la solidaridad social, la seguridad pública, la protección de

los intereses individuales y colectivos, la elevación económica, cultural y social de la

población, las soluciones de los problemas, la satisfacción de las necesidades

públicas. Desde luego para cumplir estos fines se requiere de un poder público, el

cual ha sido desarrollado tradicionalmente por la función legislativa, administrativa y

jurisdiccional, que decide a través de sus representantes.®

1.2.1. Formas de Estado

La forma de Estado es el modo o manera de ser de la entidad o institución o

institución estatal misma independientemente de cómo sea su gobierno, así lo dice

Ignacio Burgoa al hablar de las formas de Estado y de gobierno; el autor en cita

señala que esto es sin perjuicio de la estructura de sus órganos y de la extensión de

las funciones que a cada uno de ellos les competa de esa estructura. Las formas de

Estado no dependen de las formas de gobierno. La formas de Estado se clasifican en

Estado unitario y federalismo; el primero son aquellos que incorporan un poder y una

idea de derecho único; en el segundo caso se esta en presencia de múltiples formas

políticas. En el Estado unitario el órgano de poder o conjunto de órganos es de un

solo tipo unitario; y en el federal hay pluralidad de poderes y de derechos que

desarrollen los poderes y que se produzcan en derechos.

1.2.2. Estado unitario

En el Estado unitario existe la homogeneidad del poder; ello implica que, en

cuanto a las funciones legislativa y administrativa, no existen órganos distintos que

autónomamente las desempeñen. En este tipo de Estado existe un solo órgano que

dicta las leyes sobre cualquiera materia con vigencia especial en todo territorio.

' HECTOR GONZALEZ URIBE. Teoría Política. 12® edición, editorial Porrúa, México, 1999, Págs.,
291-317.



siendo obligados todos los individuos y grupos que en el existan. En un Estado

unitario no existe la dualidad de ámbitos competenciales en lo que a la función

legislativa concierne, sino una unidad legal; por cuanto a la función administrativa, los

gobernantes de las divisiones político-territoriales en que se organiza el Estado

unitario, dependen del ejecutivo centra, sin que aquellos deriven su investidura de

ninguna elección popular directa o indirecta.® Ahora bien un Estado unitario no es

monolítico, ya que por las necesidades de diferente naturaleza su territorio suele

dividirse política y administrativamente en departamentos o provincias y cuyo

gobierno se encomienda en cuanto a la función política a un órgano subordinado del

poder central; y en cuanto a la administración de justicia se confía a autoridades

judiciales dentro de un sistema de competencia territorial.

1.2.3. El Estado Federal

El concepto Federal esta relacionado con una distribución territorial del poder.

La palabra federación implica alianza o pacto de unión y proviene del vocablo latino

foedus. Foedare equivale a unir ligar o componer.^ De la obra de Héctor Fix Zamudio

y Salvador Valencia Carmena podemos apreciar los principios que se consideran

fundamentales en una federación, de los cuales se advierte una distribución de

competencias entre la Federación y los Estados que la componen. Los principios

mencionados son: 1. Dos ordenes jurídicos y gubernativos coexistentes, uno de

carácter federal para todo el país, y otro de de carácter local cuyo ámbito espacial de

validez es el Estado Federal. Los conflictos que surgen entre los dos órdenes

jurídicos y las autoridades federales y locales se resuelven por una Corte Suprema;

2. Distribución de competencias por la Constitución; 3. Autonomía, cada Estado

federado tiene su propio orden jurídico, constitución local, que debe respetar las

prescripciones de la Constitución Federal; cada miembro de la federación disfruta de

IGNACIO BURGOA. Op. cit. nota 2, págs., 405-406.
' Ibídem. Pág., 407.



autonomía gubernativa, con sus propíos órganos de administración. 4. Participación:

cada Estado federado debe contribuir a la voluntad nacional.®

En síntesis, en el régimen federal, los Estados están sujetos a las decisiones

colectivas tomadas por la Federación, pero tienen un margen dentro del cual pueden

adaptar las necesidades concretas de sus comunidades, y dentro de ese marco son

soberanos, es decir, no hay poder superior a ellos. En la federación los Estados

miembros pierden totalmente su soberanía exterior y ciertas facultades interiores a

favor del gobierno central, pero conservan para su gobierno propio las facultades no

otorgadas al gobierno central. Desde este punto de vista aparece la distribución de

facultades como una de las características del sistema que estudiamos, el cual

consagra predominantemente una división de poderes entre las autoridades

generales y regionales, cada una de las cuales, en su respectiva esfera, está

coordinada con las otras e independiente de ellas. En éste sistema, el poder federal

está integrado por facultades expresas que se les restaron a los Estados.

1.2.4. Las Formas de Gobierno

Por forma de gobierno se entiende el modo de cómo se ejerce el gobierno de

un Estado y en quien se deposita su ejercicio. No se refiere al Estado en cuanto a

institución pública así misma considerada, si no al gobierno, el cual presenta dos

aspectos: el orgánico y el funcional; por lo tanto gobierno implica tanto los órganos

de Estado como las funciones en que se desarrolla el poder público. En síntesis, por

gobierno se entiende el conjunto de órganos que desempeñan el poder público del

Estado a través de las diversas funciones en que éste se traduce y la actividad

imperativa en que tales funciones se despliegan. Desde el punto de vista orgánico

las formas de gobierno se dividen en república y monarquía y funcionalmente en

democracia, aristocracia y autocracia.

' HECTOR FIX ZAMUDIO Y SALVADOR VALENCIA CARMONA. Derecho Constitucional Mexicano y
Comparado. Editorial Porrúa-UNAM, México 1999, págs.,244-245.



1.2.4.1. La monarquía

La palabra monarquía proviene del griego Movapxoa, significa gobierno de

uno®. La monarquía se funda en el carácter de la persona que encarna al órgano

supremo de un Estado encargado del poder ejecutivo o administrativo y se distingue

porque dicha persona, llamada rey o emperador, permanece en el puesto

respectivamente vitaliciamente y lo transmite, por muerte o abdicación, es decir

mediante sucesión dinástica, al miembro de la familia a quien corresponda según la

ley o la costumbre. La monarquía puede ser absoluta y limitada o constitucional. En

la monarquía absoluta que al mismo tiempo es una autocracia, el gobierno está

sujeto al solo arbitrio del rey o emperador, sin supeditarse a ningún orden jurídico

preestablecido que no pueda modificar, reemplazar o suprimir. Aquí la función

legislativa, ejecutiva y judicial, se concentran en el monarca, quien ejerce por

conducto de órganos que el mismo designa o estructura normativamente.

En la monarquía limitada o constitucional, la actuación pública del rey está

sometida y encauzada por un orden jurídico fundamental cuya creación no proviene

de él, sino generalmente, del poder constituyente del pueblo representado en

asamblea que lo expide. Al monarca se le encomienda la función ejecutiva,

depositándose la legislativa y judicial en órganos de estado que no están sometidos

a él, por la adopción del principio de separación de poderes.

1.2.4.2. La República

Para dilucidar lo que se entiende "República" comenzamos por citar a Felipe

Tena Ramírez quien señala que un gobierno republicano es aquel en el que la

jefatura del Estado no es vitalicia, sino de renovación periódica, para la cual se

consulta la voluntad popular. El régimen republicano, dice el autor consultado, se

opone al monárquico por cuanto en éste el Jefe de Estado permanece vitaliciamente

en su encargo y lo transmite por muerte o abdicación, mediante sucesión dinástica.

'' JAIME DEL ARENAL FENOCHIO. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Diccionario Jurídico
Mexicano. 13® edición, editorial Porrúa- UNAM, México, 1999, pág., 2148.



al miembro de la familia a quien corresponda según la Ley o la costumbre^®. Ahora,

como bien lo dijo Ignacio Burgoa, es representativa la república por virtud de la

representación política, que esencialmente es distinta de la representación civil, en

cuanto a que se entiende jurídicamente que los órganos del estado y sus titulares

nunca actúan per se si no en nombre del pueblo o de la nación.^ ̂

1.2.4.3. Estado democrático

En cuanto al tema de la democracia, Felipe Tena Ramírez nos expone que la

democracia es el gobierno de todos para beneficio de todos; pero en razón de que

todos deben recibir por igual los efectos del beneficio del gobierno, no es posible que

en las grandes colectividades modernas participen todos en las funciones del

gobierno; de ahí que el pueblo designa como sus representantes a los que han de

gobernarlo. Por su parte, Eduardo Andrade Sánchez señala que la representación

democrática tiene su origen en la voluntad popular, es decir, que el representante no

lo sea por designación de una voluntad superior o por el solo hecho de pertenecer a

la comunidad de la que forma parte; refiere que la democracia implica por su origen

etimológico, el poder del pueblo. Quiere decir que el pueblo debe manifestar su

voluntad mediante el voto para que sus representantes obtengan legitimidad y

tengan capacidad para resolver por todos como una voluntad conjunta de la

República.

1.3. División de poderes

Como lo señalamos con antelación, el Estado tiene determinados fines, y

desde luego para ello necesariamente debe estar investido de un poder, es decir

requiere de una organización y estructura; con lo cual al Estado se le permita

FELIPE TENA RAMIREZ. Derecho Constitucional Mexicano. 26® edición, editorial Porrúa, México,

1992, págs 87-88.
" IGNACIO BURGOA. Op., cit., nota 2, pág., 508.
" FELIPE TENA RAMIREZ. Op., cit, nota 10, pág., 98.
EDUARDO ANDRADE SANCHEZ. Comentario al artículo 40 constitucional. Constitución Politica de

los Estados Unidos Mexicanos Comentada. 14® edición, editorial Porrúa-UNAM, México, 1999, t. I,
pág., 485.



desarrollar la conducta que le lleve a cumplir dicho fines. A ello se le denomina poder

público.

Ahora bien, la organización del poder público adoptado por la mayoría de los

países contempla la división de poderes, esto es, que las funciones que desarrolla

este poder público se distribuye entre diferentes órganos, éstos son el Ejecutivo,

Legislativo, y Judicial. Pero repasemos lo que la doctrina nos habla al respecto. En

la obra de Héctor Fix-Zamudio y Salvador Valencia^"^ se establece que la división de

poderes no ha sido un principio que haya permanecido estático, pues se dice que en

la actualidad se entiende como la distribución de ciertas funciones a diferentes

órganos, entre los cuales se establecen relaciones de coordinación y colaboración:

sin embargo añaden que lo importante consiste que ha conservado su esencia y

finalidad como principio de filosofía política, ya que a través de la distribución de

órganos y de funciones se pretende que el poder detenga al poder y evite su abuso.

Por su parte Rafael de Pina Vara al establecer un concepto de división de

poderes precisa que por división de poderes debemos entender el reparto de

atribuciones que corresponden al Estado entre órganos distintos, con el propósito de

impedir que su concentración en uno solo de ellos, lo incline a convertirse en

tiránico.^®

Algunos autores señalan que en realidad es una separación de poderes, y no

división, por que el poder no es uno y no se puede dividir; sin embargo consideramos

innecesario profundizar en esta polémica respecto a como debe llamársele, por que

en realidad nos queda claro que al final este sistema de división o separación

constituye una formula que ha demostrado históricamente ser una garantía eficaz

para la defensa de la libertad política. Como bien lo señala Felipe Tena Ramírez "La

división de poderes no es meramente un principio doctrinario, logrado de una sola
A O

vez y perpetuado inmóvil; sino una institución política, proyectada en la Historia".

HECTOR FIX ZAMUDIO Y SALVADOR VALENCIA CARMONA. Op., cit, nota 8. pág., 391.
" RAFAEL DE PINA VARA. Op., cit, nota 1, pág., 236
16 FELIPE TENA RAMIREZ. Op., cit, nota 10, pág., 211.



1.3.1. Relación entre las funciones del Estado y sus órganos

Hemos hablado anteriormente del principio de división de poderes, cuyo

propósito fundamental es evitar el abuso o arbitrariedad del poder; mismo principio

que nos dice que cada una de las tres funciones del poder público del estado

(legislativo, ejecutivo y judicial) debe ejercerse separadamente por órganos distintos

y no concentrarse en uno solo; sin embargo, de la propia Constitución Mexicana se

advierte que este principio no es rígido ni inflexible, pues admite excepciones.

Al respecto Ignacio Burgoa señala que la distribución de los poderes

legislativo, ejecutivo y judicial no origina círculos competenciales cerrados entre los

órganos, la calificación obedece a sus respectivas funciones primordiales, la que no

excluye que cada uno de dichos órganos pueda ejercer funciones que no

comprendan en su principal esfera competencial; esto debido a que los órganos

legislativos pueden desempeñar la función ejecutiva o administrativa o la

jurisdiccional (juicio político) en los casos expresamente previstos en la constitución;

los que ocurre también con lo órganos ejecutivos y judiciales, pues los primeros

pueden ejercer el poder legislativo al elaborar respectivamente reglamentos y

solucionar conflictos de acuerdo con la competencia constitucional; y los segundos, a

su vez, realizar actos intrínsecamente legislativos (formular reglamentos interiores

del (Poder Judicial) y administrativos.^^

Por su parte Jorge Carpizo, señala que nuestra Constitución se basa

fundamentalmente en dos principios para otorgar la competencia a los órganos

estatales: 1) el principio de colaboración, y 2) la noción de funciones formales y

materiales. Por el primer principio, dos o los tres órganos del Estado realizan parte

de la función establecida. Ejemplo: la iniciativa y el veto presidencial en el proceso de

formación de leyes. El segundo principio nos indica que no siempre coinciden las

funciones formales con las materiales; así el órgano legislativo realiza funciones

" IGNACIO BURGOA. Op., cit., nota 2. pág., 581.



administrativas y jurisdiccionales, y los otros dos órganos realizan funciones

materialmente legislativas, administrativas y jurisdiccionales.^®

1.3.2. Referencia al Poder Legislativo y de las funciones en general

Este poder tiene como principal función la de iniciar, discutir y aprobar normas

jurídicas de aplicación general, impersonal y abstracta, que se conocen como leyes,

corresponde materialmente al Congreso, que en México se compone de la Cámara

de Diputados así como de la Cámara de Senadores.

No obstante de la función primordial del Poder Legislativo, en la actualidad, en

general realiza tres funciones: a) legislar, lo que entraña la facultad de iniciar, discutir

y aprobar leyes; b) controlar el poder, que significa supervisar y fiscalizar a los demás

poderes, principalmente al ejecutivo, y c) orientar la acción del Estado, cuando

participa con otros poderes y órganos en las principales decisiones constitucionales.

Como ya lo vimos, el Legislativo se encuentra depositado en el Congreso, mismo

que se integra de dos cámaras, de tal manera que, existen facultades que le

corresponden a ambas cámaras y que deben ser ejercidas con intervención de las

mismas (facultades del Congreso). Adicionalmente, cada una de las cámaras tiene

facultades exclusivas, que solo corresponden a cada una de ellas.

En ese contexto tenemos que en lo que se refiere a las facultades del Congreso,

estas se dividen en facultades explícitas e implícitas:

> 1) Las facultades explícitas son aquellas que indican de manera

precisa la materia que regulan, es decir, el artículo constitucional

las menciona expresamente. La mayor parte de estas facultades

son de naturaleza legislativa, se refieren a las facultades del

congreso de hacer leyes.

JORGE CARPIZO, Estudios constitucionales. UNAM, México, 1980, Pág., 203
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> 2) Facultades implícitas. Son aquellas en donde se faculta al

congreso para expedir todas la Leyes que tengan por objeto

hacer efectivas las facultades explícitas.

En relación al bicameralismo se dice tiene diversos propósitos y ventajas, que

son los siguientes: a) representar intereses diversos como el pueblo y las entidades

federativas: b) distribuir las funciones entre dos Cámaras permite la división de

tareas y la especialización en las mismas; c) se reduce la precipitación legislativa,

pues las leyes federales pasan por las dos instancias con lo que se favorece la

deliberación y el intercambio de pareceres, y d) se evita que el Poder Legislativo sea

muy grande lo que logra un mejor equilibrio de poderes.

1.3.3. Poder Ejecutivo

En el mismo marco de la de la división de poderes, toca el turno mencionar al

Poder ejecutivo el cual es el único de los tres poderes que se deposita en una sola

persona, pues los otros dos (Legislativo y Judicial) se conforman por órganos
19

integrados por determinado número de personas. Señala Ignacio Burgoa que en su

acepción funcional, el Poder Ejecutivo suele adjetivarse también con la denominación

de poder administrativo, es decir de función administrativa del Estado. Ahora, si bien

en el caso del Ejecutivo existen secretarías y paraestatales auxiliares, éstas cuentan

con poder ejecutivo derivado; de tal manera que el poder ejecutivo es unipersonal.

Podemos agregar que el método de elección del presidente es directo, mediante el

voto de los ciudadanos.

1.3.4. El Poder Judiclal Federal

La locución "Poder Judiciar suele emplearse, como se sabe, en dos sentidos

que son: el orgánico y el funcional. Conforme al primero, que es impropio aunque

muy usual, el "Poder Judicial" denota a la judicatura misma, es decir, al conjunto de

tribunales federales o locales estructurados jerárquicamente y dotados de distinta

IGNACIO BURGOA. Diccionario de Derecho Constitucional, garantías y Amparo. 5® edición, editorial
Porrúa, México 1998, pág., 340.
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competencia. Bajo el segundo sentido, dicho concepto implica la función o actividad

que los órganos judiciales del Estado desempeñan, sin que sea total y

necesariamente jurisdiccional, puesto que su ejercicio también comprende, por
20

excepción, actos administrativos.

Básicamente este poder es el encargado de administrar justicia mediante la

aplicación de las leyes. El Poder Judicial federal a través de sus tribunales realiza

una dualidad de funciones; la función judicial propiamente dicha que despliega en los

procesos comunes que tienen por finalidad la resolución de un problema jurídico;

como son los juicios civiles, mercantiles, penales y administrativos, desde luego en el

ámbito de su competencia federal. Por otra parte el Poder Judicial Federal realiza la

función de control constitucional, donde a través de sus tribunales aborda el examen

de los actos de los demás poderes federales o locales, respecto a si los mismos

contravienen o no el régimen constitucional.

1.4. Poderes locales

Con la expresión, "poderes locales" se hace referencia a los órganos

supremos de las entidades federativas; esto es, a aquellos órganos de carácter

constitucional que corresponden al orden de alguno de los estados miembros dentro

de un sistema federal. La noción "poderes locales" surge en oposición a la de

poderes federales o a la de poderes de la federación, dentro de un Estado federal. El

Estado federal, se encuentra constituido por la federación, que es una comunidad

jurídica central, y los estados miembros, que forman una variedad de comunidades

jurídicas locales. En este sentido, en el sistema federal se pueden distinguir tres

órdenes: a) el orden total o Estado federal, b) el orden de la federación que vale en

todo el territorio y c) los órdenes locales (entidades federativas o estados miembros)

que valen en porciones del territorio nacional. Característico del Estado federal es

que los estados miembros poseen cierto grado de autonomía constitucional en lo

referente a sus regímenes interiores, si bien la misma se encuentra un tanto limitada

por determinados principios establecidos por la Constitución Federal. En ejercicio de

Ibídem. Pág., 341.
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dicha autonomía constitucional, el órgano constituyente local crea la Constitución de

la respectiva entidad federativa -sujeto a los límites previstos por el orden federal-,

en la cual se establecen los demás órganos locales supremos. Cabe observar que es

preferible hablar de órganos en lugar de poderes locales, ya que en realidad no se

trata de que haya varios poderes independientes entre sí, sino que existe un solo

poder cuyo ejercicio se divide en distintos órganos.

1.5. El Poder Judicial estatal

El Poder Judicial de una entidad federativa, como Nayarit, es el conjunto de

órganos de los estados que tienen a su cargo, regularmente, el ejercicio de la función

jurisdiccional en los asuntos que son de competencia local, concurrente o auxiliar.

En el sistema federal, se supone la existencia de una doble organización

jurisdiccional: la federal, concentrada prevalentemente en el poder judicial federal, y

la de cada uno de los estados de la federación reunida en un poder judicial para cada

una de dichas entidades federativas. Con nivel y funciones similares a los de estos

últimos poderes, también existe un poder judicial para el Distrito Federal.

El poder judicial de cada estado ejerce su jurisdicción sobre conflictos y

asuntos en los que se deban aplicar leyes expedidas por los órganos legislativos de

los estados, como es el caso de las leyes civiles y penales. A esta clase de litigios y

negocios los podemos denominar, genéricamente, locales o estatales.

1.6. El Consejo de la Judicatura

El Consejo de la Judicatura es un órgano constitucional administrativo al que

se le atribuyen facultades de administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial.

En efecto, en términos generales, el Consejo de la Judicatura, tanto a nivel federal

como local, tiene entre otras atribuciones las de hacerse cargo de cada una de las

tareas administrativas relacionadas con el Poder Judicial, cualesquiera que éstas

sean.

14



1.7. Los Magistrados

La palabra Magistrado proviene del latín magistratus] que significa

funcionario judicial de rango superior en el orden civil, penal, administrativo o del

trabajo, que revisa actuaciones de autoridades inferiores y que tiene a su cargo la

interpretación recta y justa de la legislación vigente. En otros países su

denominación le corresponde; Juez Superior o Ministro de Justicia cuya función y

empleo le otorgan dignidad, respetabilidad y autonomía en sus decisiones, las cuales

han de estar encaminadas a lograr el orden social y el bien común.

El Magistrado en México es un funcionario de rango inmediato inferior al de

Ministro de la Suprema Corte de Justicia, pues su categoría se encuentra consignada

en la propia Constitución. Respecto de los estados de la federación, son los

tribunales supremos o superiores de justicia, los órganos que, junto con los diversos

jueces, constituyen su respectivo Poder Judicial local y se integran asimismo con

Magistrados y Jueces (supeditados en algunas de sus funciones a los Magistrados

federales), fijándose en sus respectivas constituciones otras funciones y atribuciones

que les competen en cuanto a los asuntos de cada entidad federativa.

Los Tribunales Superiores o Supremos de los estados, tienen su residencia en

las capitales de las entidades federativas y su funcionamiento está regido por las

constituciones locales. Se integran con un presidente y un número de magistrados

titulares, supernumerarios o suplentes, que varía de estado a estado, entre quienes

son distribuidas las competencias de los asuntos en que deben intervenir, sea a

través de salas unitarias o colegiadas, que actúan con autonomía; se exceptúa el

conocimiento de determinadas "tocas" o expedientes especiales, cuya competencia

corresponde al pleno de cada tribunal.

SANTIAGO BARAJAS MONTES DE OCA. Diccionario Jurídico Mexicano. Op., cit., nota 9, pág.,
2063.
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1.8. Del Juez

La palabra Juez proviene del latín iudex] que significa persona designada por

el Estado para administrar justicia, dotada de jurisdicción para decidir litigios. La

palabra juez puede tener dos significados: el primero de ellos y más general (en

consecuencia diremos lato sensu) es aquel que lo referimos a todo funcionario titular

de jurisdicción: juez, se dice, es el que juzga. Por otro lado, y de manera más

particular y precisa (por lo que diremos stricto sensu), juez es el titular de un juzgado,

tribunal de primera instancia unipersonal.^^

1.9. De la función del juzgador y sus principios

En toda sociedad donde hay una convivencia humana existe el derecho; los

hombres estas sujetos al orden jurídico; de tal manera que el derecho cumple su

función de hacer posible efectiva la vida social cuando se hace valer éste derecho

como vía para la realización de lo justo. Desde luego la justicia se da en los

tribunales. Decía Morelos "que todo aquel que se queje con Justicia tenga un tribunal

que lo escuche y lo defienda contra el arbitrio". La justicia, que es impartida por los

juzgadores, debe concretarse en acciones e impartirse en forma democrática, sin

distingo de ninguna clase para que iguale a todos frente a la ley. Administrar justicia

no es una tarea fácil porque siempre habrá intereses que se sientan lesionados, que

no admiten un fallo adverso, que no consienten en que no en todos los casos les

asista el derecho. Administrar justicia es una función seria. Aplicar el derecho, dirimir

las controversias con sentido jurídico, es contribuir a la realización de la justicia y de

la paz social. La justicia como valor exige ser realizado, lo cual no se podría lograr

sino mediante el órgano adecuado; por lo tanto sin jueces ni tribunales que apliquen

el derecho no es posible la justicia, la convivencia humana, la paz, la libertad. Las

constituciones, las leyes, los ordenamientos jurídicos, serían letra muerta si no

existieran tribunales que mantuvieran lo que en ellos se ordena y castigaran a

quienes los vulneran; los contratos no tendrían eficacia si no existiera un juez que

Ibídem. Pág., 1843.
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condenara al que no cumple. De ahí la importancia de la función de un juzgador

llámese Juez o Magistrado.

Por ello, para que la justicia sea sana debe hacerse de juzgadores con

principios y valores, para que sus resoluciones den credibilidad a la función propia

del juzgador. La sociedad siempre debe tener la percepción de que el desempeño

judicial debe estar dotado de ética y compromiso de servicio. Los teóricos del

derecho procesal expresan que tres son los principios que debe atender todo Juez o

Magistrado: 1) cumplir su cargo diligentemente y con eficacia; 2) no temer al silencio

o a la oscuridad de su labor; entre más discreta y personal sea, más eficaz resultará

porque siempre existirá un registro en el que su actividad y actitud quede anotada, y

será este registro su principal defensor el dia en que tenga necesidad de que se le

haga justicia, y 3) evitar comprometer su criterio y seguridad científica al dictar sus

fallos, pues debe ser imparcial y apegarse a lo estrictamente señalado en las normas

que aplique o invoque, aparte de ser firme en sus determinaciones. En todo caso, si

por alguna circunstancia se encuentra equivocado en su modo de actuar, siempre

que éste sea limpio y honesto, otro tribunal podrá rectificar sus determinaciones y las

orientará en la forma correcta. La regla general que ha de tener siempre en

consideración todo magistrado que aprecie su labor, será la satisfacción del deber

curriplido.

La función del juzgador siempre ha estado en mente de los grandes

pensadores; tal es el caso del escritor español Benito Jerónimo Feijoo, quien en su

carta sobre la recta administración de justicia expresó: "el otorgamiento de la toga

implica una esclavitud honrosa, pero al fin esclavitud'. Este axioma concuerda con el

aforismo grabado en los muros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

"Suprema legis servi sumus ut liberti esse posimus. Somos siervos de la suprema ley

para que podamos ser libres". Siguiendo con las palabras del escritor citado en uno

de sus escritos señala: "no solicites que te hagan juez, si no te hallas con la virtud y

fortaleza que es menester para exterminar la maldad." Asi también cabe citar el

discurso de unos de los grandes pensadores de la antigüedad. Platón, quien decía:

"Veo pronto la destrucción en el Estado... donde la ley es súbdita y no tiene
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autoridad; en cambio donde la ley es patrona de los magistrados y estos son sus

ciervos yo veo la salvación y toda clase de bienes que los dioses dan a los

estados".^^

La función encomendada a los jueces o magistrados es callada, por más dura

y agobiante que sea a veces, no tiene triunfos políticos ni espectaculares como

acontece con otros hombres que desarrollan tareas públicas. Un Juez debe tener

una vida llena de probidad, honradez, sacrificios, libre de pasiones y prejuicios, con

ánimo dispuesto; el trabajo del juzgador requiere de ánimo fuerte y vocación sin

límites.

1.10. Independencia del Poder Judicial

Para el diccionario de la lengua española, independencia significa, lisa y

llanamente, "falta de dependencia; o bien, quiere decir, libertad, autonomía,

especialmente de un estado que no es tributarlo ni dependiente de otro." Por

autonomía se entiende: "el estado y condición que goza de entera Independencia

política o condición de quien, para ciertas cosas, no depende de nadie".

La independencia en la función judicial es característica de un estado

democrático como el nuestro; así lo considera Carlos Ernst, quien señala que la

independencia de los jueces es una de las herramientas para el afianzamiento de un

sistema democrático; un Poder judicial carente de independencia, expone, no

posibilita construir una democracia sólida y seria. Según el autor citado, la

independencia de los jueces es la condición en que éstos se encuentran cuando

pueden repeler o rechazar cualquier intromisión o presión externa de los otros

poderes del Estado con relación a que las causas judiciales sean resueltas (o no

resueltas) en un determinado sentido. Dice Carlos Ernst, que en un estado

democrático los jueces deben de hallar motivos y razones para resolver las causas

sometidas a su conocimiento dentro del sistema de reglas, no fuera de él; señala que

cuando las presiones funcionan y dan resultado, los jueces resuelven causas por

Citado por NORBERTO BOBBIO. Op., cit., nota 4, pág., 131.
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motivos o razones que se hallan fuera del sistema de reglas preestablecido, aun

cuando procuren disimular la situación con fundamentos encubiertos y aparentes; es

así como se da una conexión entre democracia e independencia judicial; una Justicia

no independiente, expone el autor aludido, defrauda regularmente a la voluntad del

pueblo.^'*

1.10.1. Designación de Magistrados

En primer término habremos de precisar que se entiende por nombramiento o

designación de Magistrados. En ese tenor, por nombramiento se entiende; "cédula o

despacho en que se designa a alguien para un cargo u oficio". Por designación: "la

acción y efecto de designar, señalar a alguien o algo para cierto fin".^^ Expuesto lo

anterior diremos que los Magistrados generalmente, salvo excepciones, los designa

o nombra el gobernador de cada entidad, con aprobación del congreso; y para el

desempeño del cargo deben rendir protesta ante el propio poder legislativo local. Tal

es el caso de nuestra entidad, como más adelante se verá.

Desde luego hablar del tema de la designación de Magistrados trae como

consecuencia una vinculación con el tema la independencia de los Poderes

Judiciales, así lo afirmó José Antonio Caballero Juárez en una participación que

realizó para la revista mexicana de justicia, en donde expuso, al tocar el tema de la

independencia de la Suprema Corte y de los Tribunales Superiores de Justicia, que

al hablar de ello era necesario referirse a los procesos de designación de los

Magistrados y señaló que en la actualidad la tendencia en los poderes judiciales es

procurar reducir la influencia de los gobernadores en la designación de magistrados;

señala que con esta tendencia, una primera consecuencia de las reformas a nivel

nacional ha sido el fortalecimiento del papel de los congresos en la designación de

magistrados; sin embargo refiere que el balance parece no ser bueno, puesto que,

expone el actor, en la mayor parte de los casos los congresos locales han mostrado

CARLOS ERNST. La Función Judicial Ética Y Democracia. '"Independencia Judicial y Democracia".
Editorial, Gedisa, Barcelona, 2003, págs., 235-236.
DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA - Vigésima segunda edición Htt://www.rae.es/rae.html,

fecha de consulta: 25 de mayo de 2009.
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poca sensibilidad en las discusiones para la designación de magistrados, en donde

mas que atender los méritos de los nominados, los criterios que suelen alentar el

debate se relación con los intereses partidistas o con la negociación de otros

aspectos de la agenda legislativa; afirma también, que contrario a las expectativas

generadas, muchos congresos han optado por emplear la posibilidad de realizar

designaciones como una oportunidad para negociar posiciones entre las fracciones

parlamentarias en donde el resultado ha ocasionado que magistrados sean

individuos con vinculaciones partidistas o con reducida capacidad para asumir las

tareas conferidas.^®

En una opinión personal, lo expuesto por José Antonio Caballero Juárez no es

una realidad generalizada que suceda en todos los tribunales del país; no obstante

da pauta para hacer la reflexión si el método de fortalecer los congresos en la

designación de magistrados es preponderantemente bueno; ya que si bien no en

todos los casos surgen estas consecuencias negativas que expuso el actor citado,

bien valdría la pensar en un nuevo mecanismo en donde se encuentren los

resultados que se buscan, y donde no se corra el riesgo de no lograrlos.

Y es que se ha sostenido que un requisito de esencia para una efectiva

administración de justicia es la independencia Judicial. Así lo afirmaba Ensor R. O. K.

en su obra "Jueces y Tribunales en Inglaterra, Francia y Alemania"] decía que lo

primero que se exige de una magistratura es que sea independiente. Este autor, al

referirse a la administración de justicia expresaba: " Que no está en sus miembros al

alcance de la influencia ni del gobierno, ni de los partidos políticos ni de otros

poderes, de hecho que puedan ejercerse a través de un gobierno. ¿Como admitir

que el nombramiento (o el ascenso) de un Juez que obedezca o motive sus

políticos?^^".

JOSE ANTONIO CABALLERO JUAREZ. "La independencia de los Poderes Judiciales a Diez Años
de Reforma en México," revista mexicana de justicia, México, número 6, julio-diciembre de 2005,
págs., 90-91.
Citado por FERNANDO FLORES GARCIA. Estudios jurídicos en Homenaje a Felipe Tena Ramírez.

Editorial Porrúa, México, 1999, pág., 200.
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Por su parte Riere Calamandrei en su obra "Elogio de los Jueces Escrito por

un Abogado," señaló: "La independencia de los jueces, esto es, el principio

institucional por el cual, en el momento que Juzgan, deben sentirse libres de todo

subordinación Jerárquica es un duro privilegio que impone a quien lo disfruta el valor

de responder de sus actos sin esconderse tras la cómoda pantalla del orden

superior".

Eduardo Paliares al tocar el tema de la Independencia judicial expuso que en

la integración del poder judicial, no existe la característica de independencia, porque

tanto en el nombramiento de los ministros de la Suprema Corte como el de los

magistrados del Tribunal Superior intervienen conjuntamente los poderes legislativo y

ejecutivo. Pallares afirma: "El poder Judicial no debe estar subordinado respecto a los

otros dos poderes, ni en su constitución ni en su función, ya que la Independencia

Judicial es una de las garantías que para la mejor administración de Justicia debe

declarar y hacer efectivo el derecho público de las naciones democráticas".^^

1.10.2. Carrera Judicial

La llamada carrera Judicial, se encuentra estrechamente vinculada a la

estabilidad de los miembros de la judicatura; en ella recaen los instrumentos

modernos para la preparación, selección y nombramiento de los jueces o

magistrados, en donde tiene su culminación la carrera. Dicha Carrera Judicial

consiste en el ingreso y la promoción de funcionarios judiciales a través de

exámenes de oposición y concursos de méritos. En ese contexto, la Carrera Judicial

sirve para que el acceso a la función judicial tenga lugar a través de una especial

formación y un proceso selección estricto en relación con las cualidades

profesionales.

Ib ídem. Pág., 201.
EDUARDO PALLARES. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Editorial Porrúa, México, 1956, pág

321.
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1.10.2.1. Escuela Judicial

Un aspecto importante que tiene que ver con la carrera judicial es la

capacitación judicial como complemento o actualización educativa, dicha

capacitación es un medio para la selección y carrera judicial; en efecto la

capacitación se considera como un mecanismo idóneo para la selección y aspirantes

nuevos a las posiciones de trabajo, pero además como el medio para poder

promover a los funcionarios judiciales a ocupar posiciones mas elevadas dentro de la

carrera judicial.

Desde luego para cumplir con esta capacitación se requiere de una escuela

judicial, donde se lleve a cabo esta capacitación de acuerdo a los planes y

programas de educación especializada en la función judicial. Los programas de una

escuela judicial deben estar relacionados con acciones tendientes a acrecentar la

calidad, oportunidad, certeza y cobertura, proporcionando una incorporación de la

mayor parte de los servidores públicos judiciales a cursos específicos y

predeterminados para desarrollar, particularmente, habilidades y actitudes desde un

enfoque mucho más práctico que doctrinario; a través de una escuela judicial es

como se establecen procedimientos enfocados al fortalecimiento de la promoción,

selección de toda formación jurisdiccional.

1.10.3. Inamovilldad judicial

La idea que plasma Ignacio Burgoa respecto a este concepto de inamovilidad

es en el sentido de que dicho concepto sugiere un contenido negativo que se

traduce en la imposibilidad jurídica de que la persona física que encarne en un

momento dado un órgano judicial sea separada del puesto inherente por voluntad de

otra autoridad del Estado o por la expiración de un cierto término de ejercicio

funcional. En otras palabras, un juez inamovible no puede ser depuesto de su cargo

por el mero arbitrio de la autoridad que lo hubiere designado o por el solo transcurso

de un determinado plazo, de tal suerte que la inamovilidad equivale a la permanencia

de un funcionario judicial en el puesto para el que hubiere sido nombrado o electo

por un periodo, sin perjuicio de que su separación puede obedecer a alguna causa
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que acuse su mala conducta (deshonestidad o Incapacidad para el desempeño de su

cometido), la cual debe ser probada en el juicio que contra él se siga.^°

La inamovilidad es una condición importantísima de una recta administración

de justicia, ya que, en atención a que supone la independencia del juzgador frente al

gobernante que lo hubiere designado y la imposibilidad jurídica de que éste o

cualquiera otra autoridad del Estado lo depongan, tiende a proscribir las influencias

perversas que prostituyen la debida aplicación del derecho. Sin embargo, como mera

situación jurídica, la inamovilidad no es ni puede ser el factor determinativo de una

sana, imparcial y serena impartición de justicia, ya que en ésta intervienen múltiples

elementos propios de la naturaleza humana, la cual, sólo cuando está dotada de

altos valores morales e intelectuales, puede personalizarse en buenos jueces. Por

ello, la inamovilidad judicial entraña una garantía para la honrada administración de

justicia y la recta aplicación del derecho, a título de consolidación jurídica del buen

juzgador, o sea, de seguridad de que la persona que ocupe un cargo en la judicatura,

con todas las calidades humanas que para ello se requieren, pueda continuar en él

por todo un periodo de aptitud vital sin la amenaza de la cesación en sus funciones

jurisdiccionales, bien sea por la expiración de un plazo más o menos corto y

convencionalmente fijado en la ley, o bien por la remoción respectiva que pudiera

decretar alguna autoridad estatal. Sin embargo en términos absolutos y radicales no

se puede afirmar que el sistema de la inamovilidad de los jueces sea en sí mismo

conveniente o inconveniente, bueno o malo, garante de la recta administración de

justicia u óbice para su debida impartición, porque su estimación en uno u otro

sentido depende de la presencia o ausencia de la base humana, es decir los valores

honestidad, preparación cultural, conocimiento del derecho, valor civil y patriotismo.

La bondad de la inamovilidad judicial, como ya dijimos, está condicionada a ciertos

factores: aquí la importancia de la escuela judicial.

IGNACIO BURGOA. Op., c/í„ nota 19. pág., 229.
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Capítulo Segundo

MARCO HISTÓRICO

2.1. Antecedentes de las formas de Estado y de gobierno

Como ya lo hemos analizado hay una distinción entre formas de Estado y

formas de Gobierno; recordando las lecciones de Ignacio Burgoa, el Estado, es una

institución pública dotada de personalidad jurídica, es una entidad de derecho; el

gobierno en cambio - señala el autor - es el conjunto de órganos del Estado que

ejercen las funciones en que se desarrolla el poder público que a la entidad estatal

pertenece, y en su acepción dinámica se revela en las propias funciones que se

traducen en múltiples y diversos actos de autoridad.^^ Ya en el capítulo anterior

establecimos los conceptos y las formas existentes de Estado y gobierno; en ese

sentido haremos un repaso de la historia respecto al surgimiento de estos estados y

sus gobiernos.

2.1.1. Antecedentes de la monarquía

Generalmente, en los estados unitarios, centrales o totalitarios, la monarquía

era la forma de gobernar. Los regímenes organizados conforme a estas formas de

gobernar se trataron de justificar en un pensamiento teleológico-filosófico del derecho

divino. En una concepción radical, llamada del derecho divino sobrenatural, Dios

intervendría de manera especial para conferir el poder a un titular único elegido en

determinada familia, convertida así en soberana, y cuyo título se transmitiría por

herencia sin el concurso del pueblo. El rey no adquiere su reino sino de Dios y de su

espada; tal era la doctrina de la antigua Francia. Podía asociar a sus súbditos ai

ejercicio del poder, o incluso otorgarles una carta por la cual les concedería derechos

políticos. El sustento era una exégesis inexacta y tendenciosa de la máxima Omnis

potestas a Deo, que significa que el fundamento de la autoridad o, si se quiere, el

Ibídem. Pág., 401.
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derecho de gobernar y de hacerse obedecer, viene de Dios, pero no que Dios mismo

designe a las personas -individuo o familiar- investidas de la autoridad.^^

Otra forma del derecho divino, es la que sustenta la tesis llamada del derecho

divino providencial, de acuerdo a ésta. Dios determina el sujeto del poder, no por una

manifestación sobrenatural de su voluntad, sino por la dirección providencial de los

acontecimientos y de las voluntades humanas; o bien la Providencia hace surgir un

hombre extraordinario, dotado de cualidades eminentes, en quien irradia una especie

de carácter sagrado y cuya superioridad revela su derecho, o bien la misma

Providencia hace germinar insensiblemente (el gobierno), como una planta, por el

concurso de una infinidad de circunstancias fortuitas. Ese gobierno providencial

puede, por lo demás, ser monárquico" o "republicano". En esta teoría, el hombre

propone y Dios dispone, pero la libertad del hombre queda intacta. Inmediatamente,

es el hombre el que actúa y el derecho divino providencial se refiere a una serie de

acciones humanas que se desarrollan en un complejo de circunstancias más o

menos fortuitas. Además, la misma Providencia que elige a los príncipes, permite a

veces que éstos caigan: ¿cómo entonces admitir el principio del "legitimismo", desde

el momento en que el poder no deja de pertenecer al príncipe destronado?

Existe, por último, la tesis de la monarquía de derecho divino, según la cual el

régimen monárquico sería el único conforme a las leyes de la naturaleza y, por

consiguiente, a la voluntad divina. Esta tesis difiere de la del derecho divino

sobrenatural en que no llega hasta hacer intervenir a Dios para designar el titular de

la autoridad monárquica: sólo toma partido por un régimen. Difiere también de la

tesis del derecho divino providencial, en que excluye y condena los regímenes

distintos de la monarquía, aunque de hecho la tesis provincial haya sido invocada la

mayoría de las veces a favor de la monarquía.

JEAN DABIN. Op., cit., nota 3, págs. 171-172,
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2.1.1.1. Reseña de los gobiernos monárquicos

El origen de algunas formas de gobierno adoptadas en nuestro país provienen

de la conquista llevada a acabo por lo españoles; de ahí pues que sea factible

mencionar una reseña de los gobiernos monárquicos en España. Así, podemos

iniciar diciendo que durante el siglo V de nueva era, España quedó en poder de

Roma hasta el comienzo de las invasiones bárbaras tras largas batallas en virtud de

la resistencia que encontraban, y gracias a las siete legiones combatientes -quienes

implicaban un ejército de 70 mil hombres. En la España romana nacen varios

emperadores: Trajano, Adriano y Teodosio, además de filósofos como Séneca; los

escritores Lucano, Marcial y Quintiliano; Dámaso, el Papa, y Oslo, el obispo de

Córdoba que presidió el Concilio de Nicea.^^

A comienzos del siglo V, los suevos, alanos y vándalos cruzaron los Pirineos;

tras dos años de enfrentamientos los invasores firmaron un tratado de alianza con

Roma, lo que les permitió establecer colonias militares en el interior del Imperio. Los

Suevos y los vándalos asdinges se asentaron en Galicia, los vándalos silinges en la

Bética, los alanos en Lusitania y Cartagena; por su parte, Tarragona fue ocupada por

los visigodos en el momento de la elección del rey Ataúlfo, quien murió el mismo año.

De este modo, queda consumada la total ocupación del país por las tribus

germánicas. El último de los reyes visigodos fue Rodrigo, con cuya derrota comienza

la dominación musulmana en España, que se prolongaría durante casi ocho siglos.

Una de las familias más importantes política y económicamente, los Witiza, que

habían sido despojados por Rodrigo, llamaron a los musulmanes, quienes invadieron

la península encabezados por Tarik, y derrotaron al rey visigodo (Guadalete, año 711

de n. e.). La rápida victoria de los musulmanes sólo requirió de cinco años y 20 mil

hombres, a causa de la desunión entre visigodos y romano-españoles, pueblos que

no habían logrado formar una unidad homogénea. La reconquista cristiana está

ligada a la unidad política peninsular y a la expansión de los nuevos reinos

españoles. La resistencia contra el avance del islamismo origina que en Asturias,

Pelayo -un nombre visigodo- al ser elegido rey declara la guerra a los musulmanes y

FELICIANO CALZADA PADRON. Derecho constitucional. Editorial Porrúa, México, 2005, pág., 26.
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obtiene la victoria en Covadonga. Bajo el gobierno de Alfonso I (739-57) los

cristianos ocuparon Galicia, abandonada por las tropas berberiscas que se habían

sublevado. Las conquistas de los reyes cristianos sobre las tierras invadidas por los

musulmanes continuó en aumento, y de igual manera la formación de instituciones

que de un modo u otro iban regulando el poder mismo y el incipiente Estado. La

religión se convirtió así en el principal factor de unidad en torno a la sociedad y al

Estado, al unificar en un solo criterio la voluntad de luchar por la soberanía de cada

una de las regiones en contra del invasor extranjero. La permanente unificación de

los reinos cristianos, tanto por las reconquistas como por las uniones conyugales

entre los soberanos, fueron alejando el terreno geopolítico a los musulmanes,

quienes finalmente sólo conservaron el dominio en Granada, reino cuya dinastía

logró mantenerse durante otras dos centurias, hasta alcanzar los umbrales del siglo

XV. Los acontecimientos que seguian agitando la vida de los españoles y

propiciando alianzas matrimoniales con claros objetivos políticos, llevaron a la

realización de la boda de Isabel I la Católica con Fernando de Aragón, conocidos

como "los reyes católicos," que convirtieron su poder en una fortificación religiosa y

en cuyo reinado se produjo el descubrimiento de nuevas tierras en el Continente

Americano. Éstas se anexaron al imperio sin mayor motivo que el afán de crecer y

enriquecerse, imponer su credo y reclamar la propiedad y el gobierno en nombre de

Dios.^"^

2.1.1. 2. El Estado unitario y el monarquismo en México

En la historia de nuestra nación se dejo constancia de la existencia de un estado

unitario con gobierno monárquico. Pero también los movimientos y luchas sociales

trajeron como consecuencia la instauración de una república federal.

En la época colonial, a nuestro país se le denominó la "Nueva España," que

pertenecía al estado monárquico español. En ese entonces las autoridades

coloniales eran nombradas por el monarca y dependían de su irrestricta voluntad, ya

que en su persona, como gobernante absoluto, concentraba en el más alto grado

Ibfdem. Págs., 27-31
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jerárquico las funciones legislativa, administrativa y judicial. Esta monarquía absoluta
como toda monarquía, se sustentaba en el principio teológico-filosófico que

expresaba que "todo poder dimana de Dios - y que, como el rey era conceptuado
representante divino en asuntos terrenales o temporales, su voluntad y actuación no
estaban sometidas a ninguna ley humana - principio de legibus solutus-, sino que,
por lo contrario, él era el creador de las normas jurídicas que regían las relaciones
sociales en todos sus aspectos. Dicha elevada investidura imponía a los reyes

absolutos obligaciones ético-políticas a favor e sus súbditos que desembocaban en

el desiderátum de conducirlos hacia su felicidad espiritual y material.

Estos principios fueron la base del régimen monárquico absoluto de España,

mismos que se proyectaron hacia la organización político- administrativa de en la
35

Nueva España cuya estructuración jurídica dependía del ilimitado poder del rey.

Con la Constitución española de 1812 el régimen monárquico absoluto en que

estaba organizado el Estado español y con ocasión de las vicisitudes inherentes a la

invasión napoleónica de España, se sustituye radicalmente por la monarquía limitada

que se instauró en la Constitución de 1812, forjada bajo el influjo del pensamiento

jurídico, político y filosófico de los ideólogos del siglo XVIII, entre ellos Montesquieu,

estableció principios claramente opuestos a los que apoyaban y caracterizaban al

absolutismo monárquico. Entre tales principios destaca el que proclama que "La

soberanía reside esencialmente en la Nación ", perteneciendo a ésta exclusivamente

"el derecho de establecer sus leyes fundamentales" (Art. 3), en cuyo contexto se

advierte el pensamiento de Montesquieu pues en la Carta de Cádiz, en sus artículos

15, 16 y 17, adoptó el principio de la división o separación de poderes que en dicho

ordenamiento se denominan "potestades". Conforme a él, la potestad legislativa

"reside en las Cortes con el Rey;" la de ejecutar las leyes, en el monarca; y la de

aplicarlas en las causas civiles y criminales, en los tribunales legalmente

establecidos.^®

IGNACIO BURGOA. Op., c/Y., nota 19, pág. 468.
FELIPE TENA RAMIREZ. Leyes Fundamentales de México 1808-1998. 21® edición, editorial Porrúa,

México, 1998, pág., 62.
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Como lo mencionamos, la Nueva España formó obviamente parte del territorio del

Estado constitucional monárquico español (Art. 10),^^ habiendo estructurado la

Constitución su organización interna como "provincia de ultramar". Según ella, el

gobierno político de la colonia residía en un "jefe superior" nombrado por el rey,

siendo su órgano popular representativo la "diputación provincial", órgano que tenía

por misión procurar la prosperidad de la provincia respectiva (Arts. 324 y 325).^® Por

lo que atañe a la función judicial, ésta se encomendó, en la Nueva España, a las

audiencias como tribunales superior de apelación en los casos civiles y criminales,

así como a los jueces de letras y a los alcances en sus correspondientes

jurisdicciones (Arts. 261, párrafo noveno, 268, 273, 274 y 275).®®

2.1.2. Antecedentes del federalismo

Señala Ignacio Burgoa, que el proceso formativo de una federación debe

desarrollarse en tres etapas sucesivas, constituidas respectivamente por la

independencia previa de los Estados que se unen, por la alianza que concertan entre

sí y por la creación de una nueva entidad distinta y coexistente derivada de esta

alianza. En si los tres supuestos son la independencia previa de Estados soberanos,

la unión formada por ellos y el nacimiento de un nuevo Estado que los comprende a

todos sin absorberlos. Se dice que estos supuestos se dan en el proceso de carácter

centrípeto.'*® El origen del sistema federal moderno que nace con ese carácter, es el

de los Estados Unidos de América.

En la Unión Americana, el federalismo nació y se desarrolló hasta la

consumación de la independencia por virtud del juego de estas dos fuerzas

aparentemente desarticuladas, como eran la independencia entre sí de las colonias y

su dependencia de la corona inglesa. Para debilitar esta última fue necesario debilitar

aquélla. En otros términos: las colonias se vieron en el caso de unirse y de fortalecer

su unión a fin de presentar un frente común y vigoroso en su lucha contra Inglaterra.

" Ibídem. Pág., 61.
Ibídem. Pág., 97.
Ibídem. Pág., 92.

IGNACIO BURGOA. Op., cit. nota 2, pág.. 407-408.
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Mucho antes de que se iniciara la Guerra de Independencia (1775-1783), se reunió

en Albano, en el año de 1754, un congreso de representantes de las asambleas de

siete colonias. Allí se presentó y adoptó el llamado Plan de Unión de Albano, de que

fue autor Benjamín Frankiin, primero y original programa de gobierno federal y punto

de partida de todas las elaboraciones posteriores'*\ Por iniciativa de la Cámara de

Massachusetts, en octubre de 1765 se reunió en Nueva York el primer congreso

intercolonial de tendencias revolucionarias, que censuró la Ley del Timbre. Allí brotó

una apelación al nacionalismo como medio de mantenerse firmes en la defensa de

los derechos comunes, cuando el representante de Carolina del Sur dijo; "Debemos

mantenernos firmes en el vasto campo de los derechos naturales. Aquí no debe

haber ni ciudadanos de Nueva Inglaterra ni de Nueva Cork, sino que todos nosotros

somos americanos."''^ Cuando Inglaterra pretendió castigar a Massachusetts, las

demás colonias hicieron causa común con ésta y, a instancias de Virginia, se

reunieron en Filadelfia, el 5 de septiembre de 1774, los delegados de doce colonias

para formar el Congreso Continental.

El Segundo Congreso Continental se reunió en la misma ciudad de Filadelfia

el 10 de mayo de 1775, formuló la Declaración de Independencia de 4 de julio de

1776 y llevó a cabo la guerra con Inglaterra. En cuanto a su aportación al sistema

federal, cabe señalar la orientación que dio a las colonias para convertirse en

estados independientes y la alianza en confederación que logró de las mismas. El

consejo del Congreso para que las colonias formaran nuevos gobiernos, pronto fue

seguido por todas, redactando nuevas Constituciones. En Massachusetts y New

Hampshire la transformación se operó a través de asambleas constituyentes elegidas

especialmente para expedir la Constitución, la cual fue sometida al referéndum

popular: este método se consideró el típico en la elaboración de Constituciones. La

experiencia colonial, las prácticas inglesas y la doctrina de Montesquieu sirvieron de

guías a las asambleas constituyentes.''^

•" FELIPE TENA RAMIREZ. Op., cit, nota 10, pág.102,
¡dem.

43 Ibídem. Pág., 105.
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En los finales de 1786 la situación era insostenible, ante el fracaso notorio de

la Confederación. Se llegó a pensar en la implantación de la monarquía y el

presidente del Congreso trató de que el príncipe Enrique de Prusia aceptara el trono

de Norteamérica. La tradición democrática, la difícil y apenas consumada liberación

de la monarquía inglesa, el poderoso aliento del nuevo derecho público que se

presentía como una primavera de la Historia, todo eso alimentó honda reacción

emocional en los mejores hombres. Y en mayo de 1787 se reunió en el Palacio del

Estado de Filadelfia. una Convención federal que, a pretexto de enmendar los

artículos de la Confederación, iba a dar una genuina Constitución federal. Pronto se

esbozaron dentro de la asamblea dos tendencias principales: la de los estados

grandes y la de los Estados pequeños. Los primeros presentaron, tan luego como se

iniciaron las deliberaciones, el plan llamado de Virginia, por el que se proponía la

creación de un poder nacional con sus tres ramas clásicas, de las cuales la

legislativa estaría dividida en dos cuerpos, designados sus miembros

proporcionalmente a la población y con facultades para legislar en todo lo que

quedara fuera de la competencia de los Estados. Para el serio problema de la

observancia del derecho federal por parte de los Estados, se proponían el juramento

de oficio, la no aceptación de las leyes contrarias a las federales y la coacción directa

sobre los Estados remisos."^"*

El plan de Virginia no era aceptado por los estados pequeños, porque la

representación proporcional al número de habitantes daría a los estados grandes

mayor número de votos. El plan de New Jersey era rechazado a su vez por los

estados grandes, ya que, al contar con voto igual cada estado, el mayor número de

estados pequeños dispondría de la suerte de los grandes. Un tercer plan, que

formuló una comisión integrada por un miembro de cada estado, acertó con una

solución feliz que conciliaba los intereses de ambos grupos y que, aceptada por la

asamblea, iba con el tiempo a ser elemento característico del sistema federal. El

tercer plan, conocido por Transacción de Connecticut, recogió del plan de Virginia la

representación proporcional al número de habitantes, pero únicamente para la

Ibídem. Pág..106.
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Cámara de representantes, a la que incumbiría por otra parte como materia exclusiva

'a financiera; acogió, en cambio, del plan de New Jersey el voto igual para los

estados dentro de la otra Cámara, el Senado. De este modo nació un bicamarismo

propio del sistema federal, en el que una Cámara representaba directamente al

pueblo y la otra las entidades federativas. Como complemento del sistema, en la

revisión de la Constitución tendrian que intervenir, además del Congreso, las

legislaturas de los estados o convenciones de los mismos.'*®

Asi fue como la asamblea de Filadelfia, con sentido práctico e intuición

política, salvó la pugna entre lo regional y lo nacional.

2.1.2.1. Reseña del federalismo en México

Como bien lo señala Tena Ramírez,'*® al consumarse la independencia en

1821, no fueron varios estados los que surgían a la vida independiente, sino un

estado Unitario, que correspondía al antiguo virreinato. Los diputados al primer

Constituyente reunido en 1822 no representaban a entidades autónomas; ni siquiera

las entidades de la América Central, que no habían pertenecido a Nueva España,

mandaron a sus representantes para celebrar un pacto con las provincias del

virreinato, sino que previamente se declararon unidas al nuevo estado unitario y

después enviaron a sus representantes al Congreso.

Disuelto por Iturbide el primer Constituyente, estalló la rebelión de Casa Mata,

encabezada por Santa Anna. Fue entonces cuando se agitó la opinión pública por los

jefes rebeldes, despertando la ambición de las diputaciones provinciales, creadas por

la Constitución centralista de Cádiz, para ejecutar las medidas administrativas del

gobierno central y que hasta entonces no habían tenido manifestaciones de vida.

A la caída del Imperio, y reinstalado el Constituyente, algunas de las

provincias demandaron la creación del sistema federal, amenazando con la

segregación. El 12 de junio de 1823 el Congreso emitió lo que se llama en nuestra

Ibídem. Pág.,107.
Ibídem. Pág.,109.



historia constitucional con el nombre de "voto del Congreso," por el cual, para calmar

a las provincias rebeldes, se decidió convocar a un segundo Constituyente para que

expidiera la Constitución que el primero no había podido formular. Cinco días

después del voto del Congreso, éste expidió la convocatoria para las elecciones del

nuevo Congreso, y en ella se enumeraban veintitrés provincias, que serían las que

eligieran a sus representantes.

El segundo Congreso Constituyente inició sus labores el 5 de noviembre de

1823 y pocos meses después, el 31 de enero de 1824, expidió el Acta Constitutiva,

cuyo artículo 5°,'*^ estableció la forma federal y el 7°,'^® el numeró los Estados de la

Federación.

Fue el Acta Constitutiva el documento que consignó la primera decisión

constituyente del pueblo mexicano, y en ella aparecieron por primera vez, de hecho y

de derecho, los estados. En lugar de que los Estados hubieran dado el Acta, el Acta

engendró a los estados. Pero de ahí en adelante, cuantas veces se ha restablecido

la forma federal, son los Estados nacidos en el Acta Constitutiva los que la han

adoptado. Del mismo modo en el Plan de Ayutia se hizo referencia expresa a los

Estados y territorios (art. 2°.)^^, y aunque Comonfort, llevado de su táctica moderada,

sustituyó la palabra Estado por la de Departamento en las modificaciones de

Acapulco al Plan de Ayutia, lo cierto es que la convocatoria para el Congreso

Constituyente de 56 tuvo en cuenta a los Estados y Territorios (art. 4®.)®° y fueron

ellos los que por medio de sus representantes formaron el Congreso y expidieron la

Constitución.

2.1.2.2. La república como forma de gobierno en México

El origen de un gobierno republicano obedece a las ideologías jurídicas,

políticas y fiíosóficas que crecieron a la Revolución francesa, las cuales tuvieron una

gran repercusión en América. Sobre ellas se construyeron las bases constitucionales

FELIPE TENA RAMIREZ. Op., cit., nota 36, pág., 254.
Idem.

Ibídem. Pág., 497.
Idem.
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norteamericanas en 1787. Los Ideólogos y jefes de nuestro movimiento de

independencia, significativamente Hidalgo y Morelos, nutrieron sus espíritus con el

pensamiento que dichas ideologías proclamaron y difundieron. Estos ingredientes del

concepto republicano estaban en abierta oposición con los principios y sistemas

monárquicos de gobierno, conforme a los cuales la soberanía del Estado residía en

el rey, cuya sucesión al trono era generalmente hereditaria, sin que, por tanto, la

voluntad popular nacional pudiese designar al sucesor de la corona. Sin importar que

la monarquía dicho régimen fuese absoluto o limitado las ansias de libertad y su

goce, que fueron el móvil y la aspiración de la independencia mexicana, no podían

avenirse con la idea monárquica, puesto que únicamente la república las podía

satisfacer. Después del fracasado imperio de Iturbide, como se sabe, triunfan las

ideas republicanas y el régimen respectivo se implanta en la Constitución Federal de

1824. Tales ideas y régimen se reiteran en las Leyes Fundamentales del centralismo,

sin que en ningún momento de la historia de nuestro país la república se hubiese

extinguido como aspiración institucional de los adalides del pueblo de México, ya que

no pudo ser desplazada por los grupos conservadores y reaccionarios que se

ilusionaron con la monarquía ni por las fuerzas extranjeras que apoyaron

militarmente el postizo imperio de Maximiliano. Desde que se adoptó para México la

forma republicana, ésta necesariamente tuvo que ser, como lo es, representativa,

pues la representación política, íntimamente ligada a la democracia, es una figura

jurídica imprescindible en todo Estado moderno. Sólo las comunidades humanas

demográficamente exiguas y confinadas en un reducido territorio pueden organizarse

en una república en que en que la democracia sea directa, situación que casi ya no

se presenta en la actualidad. El concepto de "república representativa" lo emplea el

artículo 40 de nuestra Constitución vigente, precepto que es exactamente igual al

que, con el mismo numeral, contenia la Ley fundamental de 1857.

2.2. Antecedentes de la división de poderes

En palabras del Jurista Tena Ramirez, la división de poderes es una institución

sustentada en la historia. En ese tenor resulta obligada la referencia a los

antecedentes de la teoría de la división de poderes. Así, podemos comentar que la
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doctrina registra que fue en Inglaterra a mediados del siglo XVII, cuando se da origen

a la teoría moderna de división de poderes, con su primer exponente John Locke,

considerado gran doctrinario de Estado liberal burgués, quien publicó los ensayos

sobre el gobierno civil en 1690. En el capítulo XII del segundo ensayo, sostiene

Jorge Carpizo®\ nos habla de tres funciones estatales: la legislativa, la ejecutiva y la

federativa, y al final del capítulo XIII habla de una cuarta función: la prerrogativa.

Locke señalaba:

Para la fragilidad humana la tentación de abusar del Poder sería muy grande,

si las mismas personas que tienen el poder de hacer las leyes tuvieran

también el poder de ejecutarlas; porque podrían dispensarse entonces de

obedecer las leyes que formulan y acomodar la ley a su interés privado,

haciéndola y ejecutándola a la vez, y, en consecuencia, llegar a tener u

interés distinto del resto de la comunidad, contrario al fin de la sociedad y del

estado.^^

Locke daba por supuesto que el Poder Legislativo es supremo en el gobierno,

aunque admitía la posibilidad de que el Ejecutivo participase en la creación de las

leyes. Pero ambos poderes son limitados. El Poder Legislativo no puede nunca ser

arbitrario, ya que ni siquiera el pueblo que lo establece tiene tal poder; no puede

gobernar mediante decretos impremeditados, ya que los hombres se unen para tener

un derecho y unos jueces conocidos; no puede tomar la propiedad de los individuos

sin el consentimiento de éstos, cosa que Locke interpreta como equivalente al voto

de la mayoría; y no puede delegar su Poder Legislativo, ya que éste se encuentra de

modo inalterable en las manos en que lo ha colocado la comunidad.

El pensamiento y teoría de Locke, llevaron a Carlos Luís Montesquieu a

convertirse en el padre de la doctrina de la división de los poderes (1689-1755), éste

es considerado uno de los más notorios ilustrados franceses de la primera mitad del

siglo XVIII, quien fuera presidente del Parlamento de Burdeos. Montesquieu estudia

JORGE CARPIZO. Op., c/f., nota 18, pág., 290.
" JOHN LOCKE. Ensayo sobre el gobierno civil, capítulo XII. Citado por FELIPE TENA RAMIREZ, op.,
c/f., nota 10, pág., 212.
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durante su estancia en Inglaterra, que se prolongó por espacio de dos años,
evolución de la teoria de Locke, que había llevado a los ingleses a elaborar el Acta
de Establecimiento de 1701", en la cual se estipulaba la independencia de los jueces,
circunstancia que inspiro al francés. Montesquieu pensó que aunque la justicia es
aplicación de leyes, sin embargo la aplicación rigurosa y científica del Derecho Penal
y del derecho privado constituye un dominio absolutamente distinto, una función^ del
Estado naturalmente determinada por otras leyes. Según Tena Ramírez, la
novedad de Montesquieu, con respecto a Locke, consisten en haber distinguido la
función jurisdiccional de la función ejecutiva, no obstante que las dos consisten en la
aplicación de las leyes; Montesquieu unió en un solo grupo de funciones las relativas
a las relaciones exteriores, (mismas que Lucke atribuía al poder federativo) y las que
miran a la seguridad interior (que constituían el poder ejecutivo de Locke).
Montesquieu, respetó la función legislativa, al igual que Lucke, aunque sin la
intervención del rey en la función parlamentaria, que era característica del sistema
inglés. Después de distinguir las tres clases de funciones, Montesquieu las confirió a
otros tantos órganos, con la finalidad ya indicada de impedir el abuso del poder. Así
fue como surgió la clásica división tripartita, en Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y
Poder Judicial, cada uno de ellos con sus funciones especificas.

A continuación las palabras del mismo Montesquieu quien explica en que

consiste la base de la división de poderes que propone:

Hay, en todo Estado, tres clases de poder la potestad legislativa, la potestad
ejecutiva de las cosas que dependen del Derecho de gentes, y la potestad
ejecutiva que depende del Derecho Civil. Por la primera de ellas, el príncipe o

el magistrado crea leyes para un cierto tiempo o para siempre, y corrige o

abroga aquellas que ya están hechas. Por la segunda, hace la paz o la guerra,

envía embajadas o las recibe, establece la seguridad y toma medidas para

prevenir las invasiones. Por la tercera, castiga los crímenes o juzga las

diferencias entre los particulares. A esta última se la denomina la potestad de

juzgar; y a la otra, la potestad ejecutiva del Estado. Cuando se reúnen en una

53 FELIPE TENA RAMIREZ. Op., c/f., nota 10. pág., 215.
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